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Provincia de Buenos Aires




La Plata, 21 de feb de 2020
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley 13.834, los artículos 22 del reglamento Interno de la Defensoría del Pueblo, el trámite N° 76611/18, y
CONSIDERANDO
Que se iniciaron las actuaciones N° 76611/18 en virtud de numerosas denuncias realizadas respecto a la deficiencia en la provisión del Servicio Público de Energía Eléctrica en la zona del “Delta” abarcando a los municipios de Tigre y San Fernando.
Que habiendo asesorado a los reclamantes y obtenido toda la información necesaria para trabajar la temática se elaboraron pedidos de informe dirigidos a la Empresa EDENOR S.A. y al Ente Nacional Regulador de Electricidad con fecha 10 de enero de 2019, y 21 de marzo de 2019, ambos sin respuesta a la fecha. 
Que este Organismo participó en la audiencia conciliatoria llevada a cabo el 13 de agosto de 2019 a las 11:00hs en la sede central del Ente Nacional Regulador de Electricidad, en la cual la empresa EDENOR S.A. se comprometió, a mejorar la calidad del servicio, reportar los proyectos de obra y mantenimiento de las zonas y colocar un registrador de tensión en el domicilio de uno de los vecinos, todo ello en un acta cuya copia obra agregada en las actuaciones de referencia.
Que a fin de lograr el seguimiento de la ejecución del compromiso asumido se realizó con fecha 19 de septiembre de 2019 una reunión donde participaron autoridades de los municipios, del Ente Nacional Regulador de Electricidad y de nuestro organismo, junto con vecinos de la zona, entre otros.
Que al continuar la problemática, se realizó un nuevo pedido de informes con fecha 15 de octubre del 2019, del cual tampoco se obtuvo respuesta.
Que finalmente se continuaron gestiones informales y se llevó adelante una mesa de trabajo en conjunto con el Gobierno Provincial a fin de abordar la temática.
Que además se encuentra agregado un informe técnico realizado por el Ente Regulador de Electricidad, da cuenta del incumplimiento del compromiso asumido por la empresa así como también la trasgresión de la normativa aplicable, en cuanto a los siguientes puntos: 1. Desde marzo de 2017 hasta agosto de 2019 se registraron en la 2° y 3° sección del delta 1078 interrupciones; 2. En el año 2017 aumentó un 50% de los reclamos de los vecinos del partido de Tigre; 3. Se cuadruplicaron los números de reclamos en el ENRE respecto a dicha problemática; 4. La empresa prorrogó el plazo de finalización de las obras a finales del año 2020, lo que genera la dilación en el tiempo de una situación que se hace cada vez más desesperante para los vecinos.
Que el aumento de reclamos ha sido sumamente significativo en el último tiempo así como las movilizaciones de todos los habitantes de la zona, la segregación de ciertos ciudadanos a quienes se les ha negado el suministro, la cantidad de ciudadanos quienes  ven afectada su calidad de vida a diario, la magnitud del reclamo, los hospitales, salitas sanitarias y escuelas que deben resguardarse de forma continua de estos cortes, lo que hace imprescindible el cumplimiento efectivo la normativa aplicable y del compromiso asumido.
Que el marco normativo regulador de este servicio público compuesto principalmente por las Leyes N° 15.336 y 24.065 con sus Decretos Reglamentarios N° 2.073/61 y 1.398/92.
Que en función a estas leyes es que se otorga el contrato de concesión a la empresa EDENOR S.A., modificado según el Anexo I de la Resolución SEE 170/1992, el Anexo I de la Resolución ENRE 524/2017, el Anexo IV de la Resolución ENRE 33/2018 y el Anexo V de la Resolución ENRE 27/2019, en cuyo subanexo N°4 la empresa se comprometió a específicos parámetros de calidad y servicio técnico. En este sentido cabe además agregar el Artículo N°4 del reglamento de suministro dispuesto por esa empresa donde específicamente se dispone que “La DISTRIBUIDORA debe mantener en todo tiempo un servicio de elevada calidad”, por lo que podemos inferir dicha prestación debe ser constante y brindada a todo habitante de la zona.
Que se entiende como servicio público “…a toda actividad de la Administración Pública, o de los particulares o administrados, que tienda a satisfacer necesidades o intereses de carácter general cuya índole o gravitación, en el supuesto de actividades de los particulares o administrados, requiera el control de la autoridad estatal”. (Marienhoff, Miguel S. “Tratado de Derecho Administrativo” Ed. Abeledo Perrot. Bs. As. T. II Pág. 55).

Que luego de la Reforma Constitucional de 1994, se incorporaron en el artículo 42 de la Carta Magna Nacional una serie de nuevos derechos, entre los que se destaca el reconocimiento de los correspondientes a los usuarios de servicios públicos, asegurándoseles el acceso al control y participación en los aspectos regulatorios de los mismos, aun cuando se trate de servicios concesionados, exigiendo a su vez la supervisión estatal de su calidad y eficiencia.

Que dicha norma encuentra su correlato en el artículo 38 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, que expresa: “Los consumidores y usuarios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección frente a los riesgos para la salud y su seguridad, a la promoción y defensa de sus intereses económicos y a una información adecuada y veraz…”.

Que cabe resaltar que los servicios públicos, como derechos sociales, han sido receptados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos. Así, se encuentran contemplados específicamente en el Sistema Americano, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. XXXVI); y en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” (art. 11.1) que reza: “toda persona tiene derecho a… contar con servicios públicos básicos” (aprobado internamente por Ley 24.658).

Que asimismo, los servicios esenciales, se han delineado en el Sistema Universal de Derechos Humanos, como una técnica de cohesión e igualación social debida por los Estados nacionales, que implica, correlativamente, el deber de organizar su prestación y, en su caso, contribuir a su sostenimiento. En tal sentido, el reconocimiento de derechos y garantías en relación con servicios esenciales forma parte de la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 25) y la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (arts. 14. 2. h).

Que a nivel de nuestro derecho interno, el carácter de esencial de los servicios públicos se ha plasmado en la Ley 25.877, toda vez que su artículo 24 señala que: “… Se consideran esenciales los servicios sanitarios y hospitalarios, la producción y distribución de agua potable, energía eléctrica y gas…”

Que la problemática abordada en la presente requiere de un tratamiento inmediato, no solo porque estamos hablando de un servicio fundamental para el desarrollo de la vida de cualquier ciudadano sino también por los múltiples daños que genera, entendiendo además que es insuficiente la reglamentación por las características geomorfológicas de la zona debiéndose regularse de manera particular.
Que es necesario mediar ante los organismos, en los casos que resulten dudosos o que no permitan ejercer el legítimo derecho de defensa de los ciudadanos, con el debido respeto de las normas y la Constitución Nacional.
Que el artículo 55 de la Constitución Provincial, establece “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes… Supervisa la eficacia de los servicios públicos que tenga a su cargo la Provincia o sus empresas concesionarias”, y de conformidad a lo normado por el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde dictar el presente acto. 
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
RESUELVE
ARTÍCULO 1: RECOMENDAR a la empresa EDENOR S.A. ejecute de forma inmediata los planes de mantenimiento y poda de las franjas y recorrido de las líneas, instalación de transformadores, obras de mantenimiento y mejora general de toda la zona del “Delta” abarcando a los municipios de Tigre y San Fernando, de acuerdo al compromiso asumido en la audiencia de fecha 13 de agosto del 2019.
ARTICULO 2: ENCOMENDAR a la empresa EDENOR S.A. que hasta tanto no se encuentren ejecutados los proyectos de obra en su totalidad, garantice en la zona mencionada en el artículo 1, la provisión del servicio de manera continua en hospitales, escuelas, salas sanitarias y personas en situación de vulnerabilidad, mediante generadores eléctricos u otros medios alternativos suficientes para lograr dicho fin.
ARTICULO 3: SOLICITAR la colaboración del Ente Regulador de Electricidad como ente de control de dichas obras, y sugerir al mismo la redacción de una normativa técnica que establezca condiciones de uso relativa al tendido de redes de Media Tensión u otras energías alternativas donde se detalle lugares, formas de ejecución, talas de árboles, entre otras.
ARTICULO 4: PONER EN CONOCIMIENTO de la presente resolución al Ministerio de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, al Municipio de San Fernando y al Municipio de Tigre.
ARTICULO 5: Notificar, registrar y oportunamente, archivar.
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